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INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 12 de mayo de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señoras Representantes Beatriz Argimón, Presidenta; y Daniela Payssé, Vicepresidenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa Mármol, Gonzalo Novales y 
Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Señor Director del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, doctor Roberto Cuéllar, 
acompañado por la señora Directora de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de 
Educación y Cultura, doctora María Elena Martínez Salgueiro. 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14 y 5) 


——- Para nosotros es un gusto recibir en el día de hoy al doctor Roberto Cuéllar, Director Ejecutivo del 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, acompañado por la Directora de Derechos Humanos del 
Ministerio de Educación y Cultura, doctora María Elena Martínez. 


Antes de conceder el uso de la palabra al ilustre visitante, queremos expresarles que estamos en una situación 
especial porque en este momento la Cámara de Representantes está tratando un proyecto de ley por el cual se 
establece el "Ingreso Ciudadano", un elemento fundamental para poner en práctica el Plan de Emergencia 
que nuestra fuerza política, el Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría, ha planteado. Pido 
disculpas porque, debido a ello, no estarán presentes todos los señores Diputados que les hubiera gustado 
recibir a tan dignísimo visitante. 


SEÑOR CUÉLLAR.- Muchas gracias, amables señores Diputados de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Representantes. Es un honor estar aquí presente y saludarles en esta 
ocasión de la visita oficial de trabajo de la Dirección del Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos en la República Oriental del Uruguay. En esta oportunidad, estoy acompañado por la 
doctora María Elena Martínez, quien también es Vicepresidenta del Consejo General de la Asamblea 
de Directores del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, cuya sede se encuentra en San José 
de Costa Rica. 


Queremos expresar a las autoridades, en primer lugar, nuestra valoración por la extraordinaria capacidad de 
llevar adelante ejercicios electorales en tan corto tiempo y de manera muy ordenada. Ello es un ejemplo para 
la legislación electoral y política de América. El Instituto Interamericano de Derechos Humanos trabaja con 
nuestro Departamento Electoral muy de cerca con la Corte Electoral del Uruguay, desde hace 
aproximadamente quince años. 


En segundo término, quiero señalar la alta valoración que hacemos de la conducta ejemplar y la extremada 
madurez política del pueblo en esta transición que ha tenido lugar desde el 1 de marzo ante un escenario 
distinto; transición que ha sido muy ordenada y se ciñe a los postulados de la Carta Democrática 
Interamericana que la República Oriental del Uruguay suscribió el 11 de setiembre de 2001, en el marco del 
sistema interamericano. 


En tercer lugar, en nombre de la Dirección del Instituto, quiero ofrecer y solicitar la hospitalidad que ustedes 
brindan como anfitriones para que el próximo año, en octubre de 2006, Montevideo sea la sede de los países 
del MERCOSUR, de la Conferencia Interamericana Especializada en Educación en Derechos Humanos. Hoy 
este es un derecho fundamental para las democracias de América que está contemplado en el artículo 13.2 del 
Protocolo de San Salvador, Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos que ha suscrito 
la República Oriental del Uruguay. Esta Conferencia Interamericana para los Países del Sur estará asociada a 
la Conferencia Interamericana Regional para los Países del Centro y la Región Andina, a realizarse en 
Panamá y en México. Serán tres reuniones subregionales en las que el Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos por mandato de la Asamblea, de la Corte Interamericana y de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, presentará no solo el estado de la educación en derechos humanos sino también los 
progresos y esfuerzos que han realizado los gobiernos de diecinueve países que han suscrito el Protocolo de 
San Salvador, en cuanto a la obligación de cumplir y realizar los postulados de la educación en derechos 
humanos del artículo 13.2; se explicará cuál es el estado de la educación en derechos humanos y, por otra 
parte, cuál es la mejor forma de presentación de un paquete pedagógico, a través de una malla o programa 
curricular, para que los Estados puedan incorporar como contenido en los programas nacionales de 
educación, la educación en derechos humanos, en la difícil edad escolar que va entre los diez y los catorce 
años de edad. Esta es la razón principal que hoy me trae a Montevideo. 


Por otra parte, quiero agradecer -como lo hice ante el Presidente en funciones- la gentil invitación que recibí 
para asistir a la toma de posesión del Presidente de la República el 1 de marzo ya que, por razones de fuerza 
mayor, me resultó imposible asistir. Sin embargo, esta es una buena ocasión par expresar mi agradecimiento 
y, por otro lado, ofrecer la sede de esta Conferencia Interamericana, que es de especial interés para la Corte 
Interamericana, la Comisión Interamericana, el Cuerpo de Directores del Instituto y el Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, cuya misión principal en el sistema interamericano es promover, por 
medio de la educación, el respeto de los Derechos Humanos consagrados en la Convención Americana y en 
nueve Tratados más, que culminan con la Carta Democrática Interamericana, de todos los cuales forma parte 
la República Oriental del Uruguay. 


Como ustedes saben bien, la Corte Interamericana es la entidad principal, el órgano político y jurídico de la 
Organización de Estados Americanos que, con sede en Costa Rica, ejerce una función jurisdiccional sobre los 
casos que se le presentan, por medio de la Comisión o de otros Estados. También tiene una función 
consultiva y no sólo contenciosa. Hemos participado en el vigésimo sexto período de sesiones de la Corte que 
se realizó extraordinariamente -por primer vez fuera de la sede- en Asunción, capital de Paraguay. Ayer 
terminó la sesión extraordinaria. 


Por otro lado, está la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con sede en Washington -en la misma 
sede de la Organización-, cuya función es de fiscalización, supervisión y observación de la conducta de los 
Estados en materia de derechos humanos, así como analizar cuál es el escenario en que se mueven los 
derechos humanos hoy en las Américas. 


Finalmente, está el Instituto Interamericano de Derechos Humanos que tiene su sede junto a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en Costa Rica, que fue fundado por la Corte y por la Comisión 
Interamericana hace veinticinco años y de la cual un jurista uruguayo, el doctor Héctor Gros Espiell, fue 
Director en los años 1986, 1987 y 1988. El Instituto es el auxiliar de estas dos entidades para implementar 
programas promocionales activamente comprometidos con la democracia y la educación de los derechos 
humanos. 


Al renovar los lazos de amistad y de cooperación con varios sectores de la vida pública y política del 
Uruguay y con la comunidad civil de derechos humanos -con la cuales hay una relación estrecha-, así como 
con sus organizaciones no gubernamentales, en esta ocasión reiteramos el compromiso del Instituto de 
acompañar esta rica, muy interesante y ejemplar etapa que están viviendo ustedes hoy para la democracia de 
las Américas. Tenemos la esperanza de que continúe mejorando el desarrollo democrático del pueblo y de la 
sociedad uruguaya en estos años en que América Latina y el Caribe tanto necesitan marcos de referencia que 
pongan en marcha programas con alta disciplina democrática. 


Quiero reiterar un breve comentario que formulé a la salida de la Vicepresidencia de la República esta 
mañana. Frecuentemente involucramos a la democracia de manera "culpógena" con el malestar que en varios 
países de América se percibe, se siente y se demuestra. En estos últimos doce años de democracia en las 
Américas han caído más Presidentes por golpes de Estado que en otras épocas. Once Presidentes en siete 
países no han terminado el mandato constitucional y han salido de la Presidencia de mala manera, unos 
refugiados en otros países y algunos pagando con cárcel por períodos cortos, con el repudio generalizado de 
la ciudadanía, inclusive del sector empresarial y político, que se unen hasta con las poblaciones indígenas. Es 
el caso del Ecuador, donde han roto la marca de terminar con el mandato presidencial de seis Presidentes en 
menos de nueve años. 


Dejemos de responsabilizar a la democracia cuando es la idea de ética política más valiosa que hemos tenido 
en los últimos años y que fue la inspiración de todos los movimientos sociales, populares y de derechos 
humanos que después de dictaduras y regímenes represivos reconquistaron esta situación que, por cierto, es 
mucho mejor -mil veces mejor- que la que teníamos antes. Al culpar a la idea de la democracia por los 
malestares existentes no estamos orientando muy bien o con afinamiento a la puntería política, porque las 
crisis se dan por falta de disciplina del sistema político y de las instituciones públicas en cumplir con el celo 
democrático para el que están llamados y para el que realmente fueron electos. 


En la Comisión y en el Instituto Interamericano de Derechos Humanos creemos que uno de los problemas 
principales es la falta de disciplina política y democrática en las instituciones que cumplen un servicio a las 
poblaciones que tienen dificultades en materia de derechos humanos. 


Señora Presidenta, apreciados señores Diputados: reitero que es un honor y un privilegio que ustedes nos 
hayan recibido por intermedio de la doctora María Elena Martínez, que es nuestra Vicepresidenta y la 
Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, con quien esperamos apostar a la 
organización de esta Conferencia para los países del MERCOSUR y países asociados. 


SEÑOR CHIFFLET.- Queremos agradecer esta visita, manifestar que, en lo sustancial, estamos de 
acuerdo con lo que se ha manifestado y hacer una breve referencia a algunos datos históricos sobre 
nuestro país y sobre América. 


Cuando yo era joven e iba a la escuela y al liceo, los profesores nos presentaban al continente 
latinoamericano como el de la esperanza. Salíamos de la Segunda Guerra Mundial y parecía imposible que en 
América fueran a ocurrir cosas que nuestra población en general y todos los partidos condenaban y habían 
ocurrido en Europa. No obstante, lamentablemente comprobamos -en particular en el cono sur- que algunas 
cosas demasiado dramáticas y trágicas no son imposibles, aun en nuestros pueblos. Quiero recordar y aportar 
un dato. En nuestro país, ya a fines del siglo XIX, alguna personalidad y la sociedad en general apostaron a la 
educación. Si algo en este país ha calado profundamente es la escuela pública, con todo lo que ha aportado en 
muchísimos aspectos. Por ejemplo, en las últimas décadas se ha hecho una campaña contra el tabaco y si 
algún adulto fuma, son los niños los que dicen que eso es perjudicial y por qué. 


De modo que compartimos plenamente esta apuesta de ustedes a la educación y sabemos que ese es un 
camino que, sin ninguna duda, profundiza la democracia, la cultura de nuestros pueblos, etcétera. De la 
Declaración Universal de Derechos Humanos -tema por cierto que esta Comisión considera con mucha 
frecuencia- siempre destaco el artículo 28 -en el que no se insiste demasiado-, que señala que todo ciudadano 
tiene derecho a apuntar a los cambios de sistema imprescindibles para que los derechos humanos puedan 
cumplirse. Creo que uno de los caminos para profundizar los derechos humanos es la educación y la 
conciencia pública de que hay que perfeccionar la democracia para no volver a las horas sombrías en las que 
hemos estado. Sé perfectamente -porque en otras oportunidades y por otros temas he tenido contacto con 
Costa Rica y con distintas instituciones de ese país y de otros países de América- que la técnica moderna nos 


permite estar en contacto para solicitar materiales, intercambiar información, proyectos, etcétera. En ese 
sentido, dejo planteado que quizás le molestemos para complementar la información y las iniciativas de esta 
Comisión de Derechos Humanos. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Quiero agregar algo que ya hemos conversado en otras oportunidades en el 
seno de esta Comisión de Derechos Humanos. 


Uno de los temas en los que hemos pedido apoyo al Instituto es respecto al defensor del pueblo. Lo hemos 
hablado en períodos anteriores y, de hecho, al señor Diputado Chifflet ya le hemos entregado parte del 
material del Instituto. Antes de que lo dijéramos nosotros lo expresó el Presidente en ejercicio, y luego lo 
estuvimos hablando en otros lugares. Como este año este tema ha sido planteando por parte del Presidente y 
del Vicepresidente de la República y también en actividades de las Naciones Unidas con integrantes del 
Parlamento -previstas para este mes pero que quedaron para setiembre-, nosotros tenemos sumo interés en 
intervenir. El IDH tiene la Secretaría de la Asociación Interamericana del Ombudsman y también la 
Secretaría de los Comisionados, es decir, aquellos que no son nombrados por el Parlamento sino por el 
Ejecutivo. Creo que esta institución, si bien hace unos años era nueva en América, con origen en Europa del 
norte, ha sido adoptada por la mayoría de los países; de hecho, quedamos Chile y Uruguay sin ella. Algunos 
países la tienen a nivel nacional y otros a nivel de Estados o provincias. Creo que en todos estos años el 
Instituto ha almacenado una información que le permite contar con nuevos elementos. No es lo mismo un 
Ombudsman en Dinamarca o en Suecia que en países latinos o americanos, en los que existen diversidades, 
problemas. Por lo tanto, existe experiencia sobre los posibles marcos jurídicos y también sobre los posibles 
marcos políticos en que se pueda desarrollar. 


En esas reuniones que va a tener el Parlamento para hablar sobre el Ombudsman -recién el representante 
residente de las Naciones Unidas nos dijo que ese era el tema a tratar-, el IDH, que ha trabajado con toda 
América, tiene algo que aportar. En principio, planteamos al señor Pablo Manderley la posibilidad de que el 
Instituto expusiera sus experiencias, seguramente más cercanas a nuestros pueblos. Si se trata del 
Ombudsman, sin duda va a tener que pasar por esta Casa y por esta Comisión, ya que es la única Comisión 
de Derechos Humanos del Parlamento. De hecho, los anteriores proyectos -que han sido unos cuantos- han 
pasado siempre por aquí. Nos interesaría mucho que el Instituto pudiera estar ahí para volcar las experiencias 
que ha recogido de nuestras realidades y que un Ombudsman europeo no puede captar. 


La semana pasada se creó en Asunción la Comisión de Altas Autoridades en Derechos Humanos del 
MERCOSUR y Estados Asociados. Una de las cosas que se resolvió en esa Comisión fue pedir a Uruguay 
que organice, en este próximo período en que vamos a tener la presidencia pro témpore del MERCOSUR, un 
seminario sobre memoria, verdad y justicia para todo el MERCOSUR y países asociados. Es un compromiso 
muy fuerte para nosotros por lo que aspiramos, en primer lugar, a hacerlo en estos seis meses -estamos 
viendo que está lleno de eventos- y, en segundo término, a analizar qué tipo de aporte podemos conseguir de 
todas estas instituciones. La idea es crear una memoria de lo que ha ocurrido en estos años, desde que cayó la 
dictadura hasta hoy, período que técnicamente podríamos llamar de transición. 


SEÑOR CUÉLLAR.- La doctora Martínez se refirió a una de las líneas que desde hace 
aproximadamente quince años promueve el Instituto, como la creación, el fortalecimiento y la 
asistencia técnica a las oficinas del Ombudsman que se denominan defensorías, procuradurías, 
comisiones nacionales de derechos humanos o defensorías de los habitantes, como las llaman en varios 
países de América. Este tipo de entidad nació precisamente de los nuevos Gobiernos democráticos en 
las Américas y con frecuencia en países que sufrieron un alto grado de violación de derechos humanos, 
ya sea por confrontaciones internas, guerras civiles, dictaduras, regímenes represivos, autoritarismos. 
Hoy en las Américas hay veintidós defensorías, oficinas de Ombudsman, entidades nacionales que son 
creadas por los Parlamentos de las Américas. En algunos casos, estas oficinas fueron creadas por el 
Ejecutivo, luego constitucionalizadas y trasladadas a la elección y al control parlamentario. Ya estamos 
en la segunda generación de Ombudsman y solamente en la región latinoamericana hay tres países que 
no lo tienen: Uruguay, Chile y Brasil. En este último país solo algunos Estados lo tienen, pero no hay 
una figura constitucional en la Federación. Los demás países sí la tienen y el desarrollo no es 
homogéneo sino realmente disímil. Hay que hacer una evaluación de esta figura. Creo que sería 
interesante que en los seminarios se desarrolle, actualice y ponga al día el desarrollo evolutivo de esta 
figura ya que, desde mi punto de vista particular, a estas alturas de la historia reciente de las 


instituciones políticas y públicas de las Américas, corre el peligro o la tentación de nacer con pecados 
originales. Por eso creo que una sana revisión de lo que ha sucedido y de lo que se ha logrado viene 
bien, así como una reflexión comparada o comparativa. Me atrevo en dos minutos a comentarlo. 


En primer lugar, hemos notado con preocupación que se pretende copiar la legislación de otros países. El 
gran problema de varias entidades de América es que copiaron directamente las leyes de España y de Europa 
y las trajeron a América Latina. Algunos Ombudsman lamentablemente creían que eran los que controlaban 
al Rey. En nuestros países, el Rey no existe, aunque sí otro tipo de caudillismo. Algunos Ombudsman se 
creían prácticamente similares al Rey. Hay que hacerlos caer en la tierra en el sentido de que es una entidad 
de servicio público. Se trata de una entidad, como decía el Vicepresidente en funciones de Presidente, que 
tiene que vivir de los reclamos diarios, de las quejas diarias pero también tiene que ser propositiva en este 
sentido. 


En segundo término, vemos que algunas entidades nacieron -lo hicieron muy bien- para resolver el pasado en 
derechos humanos, pero los siguientes Ombudsman se enfrascaron y enredaron y se quedaron en el laberinto 
del pasado. Yo no soy costarricense sino salvadoreño, un país que tuvo una guerra por aproximadamente 
trece años. Tuve el honor y la dicha enorme de ser el abogado del Arzobispo Romero, a quien asesinaron en 
el altar el 24 de marzo. De él aprendí todo este tipo de cuestiones, y quién más que vuestro servidor está 
interesado en que el pasado se enfrente y se resuelva con verdad y con justicia. Pero frecuentemente nos 
quedamos enredados en el pasado sin poder ver el futuro. Muchas veces las defensorías no son las guías que 
necesita toda sociedad para resolver su pasado y apostar al futuro. He dicho siempre que queremos seguir 
buscando en los fantasmas del pasado a los responsables del no avance en derechos humanos, cuando hoy la 
mayor parte de las personas que ponen en entredicho la democracia están dentro de los sistemas políticos y 
también son electos por el pueblo. 


En tercer lugar, algunos países después de tres o cuatro elecciones o selecciones de los Ombudsman han 
caído en que esto lo pueden distribuir entre los partidos políticos. Entonces, en lugar de ser una entidad de 
servicio, que esté por encima de todos los intereses y que sirva a todos los partidos en general, se convierte en 
una especie de puesto a repartir o a distribuir en sucesivas elecciones dentro del abanico de elecciones de 
segundo grado o sistemas de control. Lo está viviendo hasta la democrática Costa Rica hoy, increíblemente. 
La democrática Costa Rica está a las puertas de la elección del cuarto defensor del pueblo y ya la colocaron 
en medio de la lucha entre los dos partidos que pueden acceder a la Presidencia. Increíblemente -digo esto 
muy en confianza, aunque sé que esta sesión está siendo grabada y no me retracto-, el ex Presidente de la 
República de Costa Rica, que va por su reelección -cuestionada reelección-, premio Nobel de la Paz, Oscar 
Arias, está detrás de este mal juego que trastroca la institucionalidad de una entidad que tiene que estar 
totalmente al servicio de y por encima de. Este es el gran beneficio de los Parlamentos; la entidad de la 
defensoría del pueblo y de los habitantes es uno de los rostros humanos del Parlamento. Los Parlamentos que 
lo han hecho muy bien y que continúan con esa visión tienen la más sólida institución de Ombudsman en 
América, como hasta ahora sucedió en Costa Rica. Esperamos que se continúe con esa tradición. 
Increíblemente, Costa Rica no tuvo guerras y la defensoría la ha hecho muy bien. 


Finalmente, creo que hay que recordar a estas entidades, desde la ley misma, que están al servicio del 
público, al servicio de la población y que viven precisamente de quejas y reclamos, que los ordenan, que los 
ponen en la mesa de discusión y que son parte de lo que llamamos conciencia moral de nuestras sociedades. 
Por eso al Ombudsman se le llama el magistrado no jurídico. A veces se confunde, pero es magistrado de 
conciencia moral, de conciencia pública, donde los derechos humanos son una parte importante. Ya que la 
doctora Martínez informó sobre esta importante iniciativa del Poder Ejecutivo de la República Oriental del 
Uruguay y que ustedes están a las puertas de discutir el nacimiento, desarrollo y futuro de una entidad tan 
esencial para la vida de la democracia, me atrevo a comentarles esta visión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradecemos la presencia del doctor Cuéllar y le damos la bienvenida al país. 


Tengo cierta deformación en el tema de los derechos humanos, en el sentido de que soy muy propenso a irme 
a otros derechos humanos que si bien en el lenguaje están presentes, en la práctica se olvidan bastante. Me 
refiero a los derechos económicos, sociales, culturales. En definitiva, no hay democracia que aguante si esos 
derechos no están defendidos. Quizás allí debamos buscar las causas de que tantos esquemas llamados 
democráticos no resistan. Debo confesar mi ignorancia en cuanto a los roles, las tareas y los objetivos del 


Instituto. A raíz de esta reunión los estoy conociendo, pero me gustaría saber si en las acciones del Instituto 
se da trascendencia a este tipo de derechos. 


Haré una brevísima reflexión en cuanto a las características del Ombudsman y su evaluación. Si es una 
institución que efectivamente colabora en mejorar la calidad de vida y la situación de los derechos humanos 
de toda la población, estamos de acuerdo. Obviamente, no somos partidarios de crear nuevas instituciones 
que agreguen más burocracia y que puedan ser parte en el reparto de ciertas parcelas de poder, sin tener la 
seguridad de que esto servirá para mejorar la calidad de vida de la gente. 


En definitiva, quería preguntar cómo encara el Instituto el tema de estos otros derechos que son tan 
importantes como los demás y cuál es la perspectiva en cuanto al Defensor de la Ciudadanía o Defensor del 
Pueblo. 


Desde ya, le agradezco todo lo que pueda aportar al país, que buena falta le hace. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Argimón). 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Pido disculpas por la demora pero me encontraba al otro lado de 
la ciudad y me costó llegar. 


Agradezco su presencia y le doy la bienvenida, aunque me imagino que mis compañeros lo habrán hecho 
anteriormente. 


Estamos en un día no muy habitual de trabajo. En primer lugar, esta es una sesión especial porque no nos 
reunimos los días miércoles y, además, estamos en plena sesión de Cámara. Sin embargo, para nosotros era 
muy importante recibirlo y decirle que es un honor que esté de visita en nuestro país. Estamos pasando un 
momento muy especial debido a la voluntad política del señor Presidente de la República de instalar una 
Dirección específica de derechos humanos, cosa que todos compartimos. En el Parlamento estamos 
dispuestos a cooperar, en la medida de nuestras posibilidades, con la profundización del tema de los derechos 
humanos, haciendo aportes legislativos, destrabando situaciones o colaborando con lo que María Elena 
Martínez realice desde su Dirección. 


SEÑOR CUÉLLAR.- Ya he comentado las razones de la actual visita del Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, que está muy bien representado por nuestra Vicepresidenta de la Asamblea 
General, la doctora Martínez. De todos modos, es la Dirección la que se encarga de elaborar y poner en 
marcha las políticas y luego nos piden cuentas de hasta dónde ha llegado la estrategia del Instituto. 


Como comenté antes, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos es parte auxiliar del sistema 
interamericano de protección y promoción de derechos humanos. Es la entidad principal a estos efectos, 
respetando la preeminencia de los dos órganos políticos principales: la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En ese sentido, las labores del Instituto 
comprenden la promoción del respeto a los derechos humanos y a los Tratados por medio de la educación, 
difusión, divulgación y entrenamiento. El sentido principal es el educativo: la dimensión política y 
pedagógica de la educación en derechos humanos. Ello determina que el Instituto esté moviéndose en varios 
campos: legislativo, electoral, judicial, de la sociedad civil y de las comunidades de organizaciones no 
gubernamentales de derechos humanos en los nuevos campos de hoy. Desde hace diez años el Instituto tiene 
un programa interamericano de derechos de la mujer y también programas sobre derechos de la niñez y de la 
adolescencia, de las comunidades afrodescendientes o afrolatinas y también uno relativo al fenómeno de las 
poblaciones migrantes en las Américas. La emigración es parte del fenómeno de la globalización y tiene que 
ver con el ejercicio de derechos colectivos, entre otros, los económicos, sociales y culturales. Podría citar más 
programas como el del Ombudsman, de las defensorías, de los cuerpos judiciales y de los organismos 
electorales. El Instituto tiene unos diez programas, ejecuta cincuenta proyectos al año y tiene tres 
departamentos soportados por tres unidades importantes: la pedagógica, la de difusión, información y 
servicio editorial y la de investigación aplicada. En ese marco, quiero comentar algunas de las ideas que 
planteó el señor Diputado. 


Muchos de los problemas en cuanto a la falta de atención a los derechos colectivos, especialmente los 
económicos, sociales y culturales -los que denominan de segunda generación, aunque a mí no me gusta 


llamarlos de segunda, de tercera ni de cuarta generación- y a la insatisfacción de la ciudadanía con la 
democracia o con los sistemas democráticos hoy provienen -entre otras cosas, ya hablamos de una parte de 
los problemas- de una visión sesgada o compartimentada de los derechos humanos. Es decir que se 
privilegian unos derechos por encima de otros, de acuerdo con la conveniencia o con las posibilidades de los 
Estados de responder a la realización y justicia de derechos colectivos. 


El Instituto Interamericano de Derechos Humanos, a partir del Protocolo de San Salvador -que es la ley de las 
Américas que corresponde al ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales y fue firmado por 
los Estados en el año 1987 y ratificada por la OEA en 1988 en la capital de mi país-, tiene la consideración de 
los derechos económicos, sociales y culturales como línea de estudio, como enfoque de investigación 
regional, como línea política de trabajo y como eje prioritario y principal de la política de la Administración 
actual del Instituto. Los antecedentes nos llevan a un esfuerzo en el que participó la doctora Martínez. Se 
trata de una investigación -que prometo enviarles- que hicimos con la Comisión Económica para América 
Latina -CEPAL- y que terminó siendo -como le llama el ex Director de esa Comisión, don Gert Rosenthal- el 
catecismo del núcleo inderogable de derechos humanos. ¿Qué queríamos en esa ocasión? Queríamos 
plantearle a las democracias de América que, independientemente del sistema económico que se dieran a sí 
mismos los sistemas políticos -liberal, neoliberal, estatista, benefactor, socialista-, hay ocho derechos 
inderogables que no pueden ser descuidados por ningún sistema y que tienen que ser parte esencial de las 
prioridades del estado y de los Gobiernos: los derechos civiles clásicos y cinco derechos que tiene la 
ciudadanía y sin los cuales no hay ciudadanía plena. Por ello el estudio se llamaba "Hacia la igualdad de los 
derechos modernos". Ese estudio lo vamos a poner al día con las investigaciones que hemos realizado, 
especialmente en el campo de la educación en derechos humanos, que es uno de los principales derechos del 
núcleo inderogable de ciudadanía. 


El Instituto ha dedicado muchos esfuerzos a esto. Hemos apuntado y afinado la puntería procurando entregar 
un compendio -"catequético", según dicen los "cepalistas" en Santiago de Chile, donde se agotaron todas las 
ediciones- de lo que es el núcleo de ciudadanía, teniendo en cuenta un conjunto inderogable de derechos. Es 
un conjunto de derechos que tienen que ver con la alimentación, la educación, la vivienda, la salud y con un 
mínimo de trabajo. Son un mínimo de derechos que no pueden ser divididos ni compartimentados con los 
derechos civiles y políticos más importantes como el de expresión, participación política, justicia -pronta y 
cumplida- y el respeto a la integridad física y personal. Presentamos un sistema de indicadores que se está 
aplicando en varias partes de América para ver integralmente los derechos humanos y no de manera 
compartimentada, sesgada hacia unos derechos y que servirá -¡ojalá!-, en esta segunda puesta al día de esta 
investigación, como un recordatorio a los gobiernos para que tengan una visión integral. A nosotros no nos 
interesa qué sistema económico se den los países. No somos economistas y tampoco tenemos que ver con la 
política. Sí nos interesa decir claramente cuál es el núcleo de ciudadanía principal que todo gobierno o que 
todo sistema económico -independientemente de la tendencia que tenga- en democracia, tiene obligación de 
respetar, cumplir y hacer que sea realizable. 


Finalmente, con relación a las defensorías, quiero que quede claro que mi opinión es completamente 
favorable. Estas entidades son necesarias para la democracia; si no esenciales, son un complemento 
fundamental para cumplir con el servicio público de la democracia. El parlamento, el poder ejecutivo y la 
justicia necesitan hoy de alguien en quien la ciudadanía tenga confianza para plantear sus problemas en la 
mejor mesa clínica -mi información como psicólogo social me lleva a esto-, en el mejor ámbito o ambiente 
de confianza. Y si hay una estrecha relación entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y el Parlamento, el 
Ombudsman o la Ombudsperson se convierte precisamente en el canal de las principales preocupaciones. De 
modo que es muy importante que el Estado, el Parlamento, conozca cada mes el informe. A mí no me gusta - 
lo digo con toda franqueza- que el Ombudsman brinde informe anual. Debería tener un contacto mensual con 
las Comisiones de Derechos Humanos del Parlamento a fin de poner al día, cada treinta, cuarenta o sesenta 
días, cuáles son las preocupaciones en este mundo tan cambiante y tan complejo. ¡Ojalá que esta idea que he 
lanzado la tomen en la ley! ¡Ojalá que el Ombudsman o el Ombusperson mantenga un diálogo obligatorio 
con los Parlamentos para poner al día a los honorables Diputados y Diputadas de lo que está pasando en el 
cotidiano de los derechos humanos! Otra cosa es un informe anual donde se ven grandes componentes. Un 
contacto mensual con la oficina de derechos humanos de la ciudadanía es mucho más valioso. No lo tomen 
como una crítica -lo he dicho en varios Parlamentos- sino como un ejercicio dialéctico y constructivo de 
entendimiento y de visión de la realidad más real de los derechos humanos, que no se dice en un informe 
anual. 


Mi visión es esa. También tengo críticas. Ya estamos en la segunda o tercera generación de Ombudsman 
electos y hay cinco o seis puntos que es necesario comparar y revisar a la hora de poner en marcha un 
programa tan sensible para la democracia y tan delicado y esencial para que la ciudadanía crea no solamente 
en los derechos humanos sino en los servicios que brinda la democracia a la ciudadanía y a sus instituciones 
públicas. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero que conste en la versión taquigráfica la importancia que damos -creo 
representar el espíritu del resto de los integrantes de esta Comisión- a la educación en derechos 
humanos. La primera visita de esta Legislatura en esta Comisión fue la del señor Subsecretario de 
Educación y Cultura y de la doctora María Elena Martínez, Directora de la Dirección de Derechos 
Humanos de esa Cartera. Ellos hicieron una exposición en la que priorizaron la educación en derechos 
humanos. Nosotros recogimos con mucho entusiasmo la idea y asumimos el compromiso de mantener 
una interrelación muy profunda para llevar adelante esta propuesta. De alguna manera, la visita del 
doctor Cuéllar es una señal de que no fue solo una presentación en nuestra Comisión, sino una visión 
general. Trasmito entonces mi beneplácito por trabajar en la misma dirección y en un ambiente muy 
favorable para considerar estos temas. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- La educación en derechos humanos es muy importante y también lo es la 
norma que en este momento se está discutiendo en el Parlamento, porque se trata de derechos 
económicos, sociales y culturales. Ello exige del trabajo de ustedes; no pueden faltar porque le van a 
dar el toque especial. Es un tema de gran importancia porque la mayor violación de los derechos 
humanos es la pobreza. 


SEÑOR CUÉLLAR.- Quiero agradecer este espacio de diálogo con ustedes. Me quedan dos frases de 
esta reunión en la que se han discutido temas muy sensibles y necesarios para la vida democrática, 
donde los derechos humanos juegan un papel muy importante. Si el Ombudsman es servicio, es una 
entidad de atención, es conciencia moral y pública, la educación en derechos humanos es la tabla de 
salvación de nuestros sistemas democráticos. Apuesten por la educación entre los diez y catorce años 
porque es la edad conflictiva, es la edad en que en la psicología evolutiva hay más contradicciones, es la 
edad en que se sale a la calle, la edad en que se confronta con la violencia. En ese sector estamos 
nosotros apostando y no tenemos más recursos. Lo hacemos porque en el Instituto estamos 
convencidos, tanto en su Asamblea como en su Dirección, de que la educación en derechos humanos en 
las democracias debe ser pública. Si es privada, tiene que estar insertada en los programas nacionales. 
Lo otro son esfuerzos particulares. Para que sean ejercicios de derechos colectivos y realizables en las 
democracias, la educación en derechos humanos tiene que ser pública. El próximo año estamos 
ofreciendo un paquete curricular, pedagógico y didáctico a todos los Gobiernos de los países para que 
lo acoplen a sus realidades y para que no tengan pretextos sobre la falta de herramientas teóricas y 
técnicas para incorporar como contenido la educación en derechos humanos. Luego de haber 
estudiado durante casi cuatro años la educación en derechos humanos en las Américas podemos 
asegurar que los cuatro o cinco países que han invertido ayer y que invierten hoy para el futuro, son los 
que menos problemas tienen. No digo que no tengan problemas como violencias públicas y carcelarias, 
desigualdad, discriminación, etcétera, pero se nota que están bien. Se nota claramente que la inversión 
en la educación pública en derechos humanos y en democracia entre los diez y los catorce años da 
resultados a corto plazo. A los dieciocho años esa población vota, participa, puede abrir los partidos 
políticos para la participación de las mujeres, de indígenas, de afro, de poblaciones relegadas. A los 
dieciocho años esta población ya está opinando sobre la vida política del país por medio de elecciones y 
estoy seguro de que si hay un programa de educación fuerte a ese nivel, habrá menos abstencionismo y 
menos alejamiento de las urnas. Esta es mi idea, que es parte de la idea principal del Instituto hoy. 
Apuesten por la educación en derechos humanos que es la mejor arma para la preservación de la 
democracia en el futuro próximo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos en nombre de la Comisión entregarle un libro con la recopilación 
que hizo el Parlamento uruguayo de la normativa vigente en materia de derechos humanos. Desde que 
se publicó hasta ahora, este Parlamento ha incorporado alguna otra norma. Hemos tenido avances 
respecto a ratificaciones de algunos convenios internacionales y a legislación nacional. Nos parece 
importante que el doctor Cuéllar conozca uno de los aportes que desde el Parlamento se hizo a efectos 


de contar con una compilación de las normas que el país ha ratificado, así como la legislación interna 
sobre derechos humanos. 


Esta Comisión queda a las órdenes para cuando regrese al país o para cualquier consulta que desde el punto 
de vista parlamentario quiera realizar. 


SEÑOR CUÉLLAR.- Habrá una reunión de todos los Ombudsman muy cerca del Uruguay. 
Regresaremos para la reunión que vamos a tener con las altas autoridades de derechos humanos en 
Montevideo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 14 y 55) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


